INTERCULTURALIDAD Y POLÍTICA EN GUATEMALA

Jordán Rodas Andrade 

CENTRO DE INVESTIGACIONES REGIONALES CDE MESOAMERICA


A partir de la colonización española,  las poblaciones  Maya- mayoritaria en el país-, Xinca y Garifuna han sido sistemáticamente excluidas de los ámbitos de información, consulta, debate y toma de decisiones políticas, jurídicas, socioeconómicas y culturales, tanto a nivel municipal como nacional, así como de los beneficios derivados de las decisiones allí emanadas. Previamente habían sido despojados de su modus vivendi por excelencia: la tierra, pues , Guatemala, a diferencia de otros países colonizados, no contaba con fuentes de riqueza mineral en abundancia. Este despojo les obligó a buscar otras tierras, siempre, sin embargo, menos fértiles y en orografía  difícil como la del Altiplano Occidental, lo que les llevó a  servir como mano de obra a los nuevos propietarios latifundistas, principalmente en la costa sur del país.

 Recordemos que el motivo de fundamental de este proceso de despojo-sometimiento-explotación-exclusión fue eminentemente económico, en tanto en cuanto el propósito último de la colonización era el descubrimiento y consiguiente explotación de los recursos naturales existentes en el país para beneficio del Imperio.  Cuando el Estado  paradójicamente, proclamaba la igualdad de todos ante la Ley, invisibilizaba las diferencias culturales existentes, lo cual les obligó a tratar de ladinizarse para ser sujetos reales de derecho: era el Estado-nación liberal.

Pero esta consideración de igualdad es un mero avance formal-jurídico. Porque la realidad social cotidiana demuestra que el indio es visto básicamente como obstáculo en el progreso político y económico de la nueva nación. Esta vez la razón de su incapacidad radicará en su “naturaleza”, es decir, ahora son sus genes, no su cultura,  quienes le impiden contribuir al progreso antes mencionado. Por eso, es que se justifica que siga siendo relegado a roles inferiores y, por supuesto, mantenido al margen de cualquier ámbito de tomas de decisiones que le afecten, directa o in- directamente.

En el periodo del llamado “conflicto armado interno” que duró 36 años, el Estado existente, en que el ejército mantuvo el poder real con la connivencia de la oligarquía económica y, en ocasiones, las iglesias neo-pentecostales, reprimió de manera especial alas poblaciones indígenas, pero, a mi juicio, esta represión que, en algunos momentos, adquirió dimensiones de auténtico etnocidio, no tenía una motivación prioritariamente étnica, es decir, el propósito no era eliminar a los indios por sí mismos, aunque de hecho así ocurrió, sino que el propósito era impedir el triunfo de la ideología de izquierda abanderada por la guerrilla, la cual cuestionaba seriamente el status quo imperante caracterizado por profundas desigualdades socio-económicas y un modelo político al servicio exclusivo de la oligarquía. En definitiva , dicho “conflicto” estaba enmarcado en el contexto de la “guerra fría”.

 De hecho, al interior de los movimientos populares y también de la guerrilla,  la razón de sus luchas no incluye expresamente reivindicaciones culturalistas sino eminentemente de clases, en las que la desproporcionada distribución de la tierra en Guatemala y la evidencia de que más del 70% de la misma se encontraba en manos de dicha oligarquía (un 4% de la población) mientras que tan sólo el 30% restante de la tierra aproximadamente era cultivada por más del 80% de la población, esta sí campesina e indígena en su mayoría, para la cual la tierra era además de económicamente valiosa, culturalmente importante.

En este sentido convienen no olvidar que la cúpula dirigente de la guerrilla era un reflejo más del Estado autoritario, racista y excluyente contra el que luchaba, en tanto en cuanto al igual que aquél no estaba conformada por indígenas.

No fue  sino hasta la conmemoración de los 500 años del descubrimiento de América, que coincide con el otorgamiento  del  premio Nobel de la Paz a la dirigente indígena Rigoberta Menchú Tum , que las reivindicaciones de tipo cultural tendrán voz y espacio propios, independientes de las reivindicaciones socio-económicas, al punto de ser incluidas, ahora sí, expresamente en los Acuerdos de Paz, en concreto en el llamado Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas, suscrito el 31 de Marzo de 1995 en México DF entre el Gobierno de Guatemala y la Unidad  Revolucionaria Nacional Guatemalteca –Constituyente a fin de modificar la Constitución. 

A lo largo de la historia  los partidos políticos se caracterizan por la falta de democracia interna y por constituirse alrededor de los intereses de ciertas familias o grupos sociales e incluso individuales tradicionalmente poderosos, en vez de elaborar y trabajar por un determinado proyecto de nación. Obviamente es por ello que la participación de los indígenas es insignificante a todo nivel y por ende sus reivindicaciones no se transforman en políticas públicas, aunque estas estén plasmadas en los Acuerdos de Paz.

 Por todo ello se hace necesario rehacer el sistema político guatemalteco desde su raíz, que son los partidos políticos, y facilitar también otras vías de participación ciudadana como son los Comités Cívicos, para garantizar así la implicación los sectores que tradicionalmente han estado al margen del quehacer político del país.

En este sentido, los espacios locales de poder son unos de los pocos reductos reales y efectivos que los indígenas guatemaltecos  están ocupando progresivamente. Pero lo Local no es suficiente,  debe de articularse con lo Nacional y en ese sentido  no debe conformarse  con es nivel. 


Se hace impostergable el reconocimiento de la diversidad cultural.  Pero a la vez se debe tener claridad en  no hay  superioridad de una cultura sobre otra, teniendo como sustento la tolerancia, pero tampoco confundiendo ésta con la indiferencia, ni con la permisividad.


Es inviable pensar en un proyecto político exclusivista maya en aras de buscar una legítima equidad de oportunidades sociales, económicas, culturales y políticas para un país  que también tiene garífunas, xincas , y  ladinos. Y es que ninguno de los grupos culturales  puede quedar al margen de la toma de decisiones de las políticas publicas dirigidas  a todos lo guatemaltecos, mas bien debemos de asumir el reto de  ya no asumir posiciones victimistas y afrontar el futuro potencializando  como riqueza la diversidad cultural y construir en conjunto  un Estado con igualdad de oportunidades.



La clase política en general,   debe de dar muestra concretas de que le interesa  no digamos recuperar la credibilidad de la población, por que nunca la ha tenido, pero si de cambiar actitudes que los han desprestigiado, para lo que se debe formarse políticamente, dejando  a un lado el empirismo político,  y capacitarse para el ejercicio de la administración pública de una forma eficiente y honesta.


En definitiva, si bien es necesario garantizar un Estado plenamente intercultural, no podemos cifrar todas la esperanzas de solucionar la compleja situación guatemalteca, sin abordar con seriedad  de forma simultanea e integral aspectos igual de importantes como: transformar la desproporcional e injusta distribución  de la riqueza, y en ese sentido  también  invertir la estructura fiscal que  a la fecha en un 80 % depende del pago de impuestos indirectos, en contra del apenas 20% de impuestos directos,  reestructurar el régimen político – electoral  a efecto de democratizarlo,  descentralizar el país  fortaleciendo los gobiernos municipales,  repenzando a la vez, estructuras regionales del Estado  democráticas  que respondan  a una lógica de criterios para su conformación, ya sean estos lingüísticos, culturales, geográficos e históricos,  fortalecer el  Estado de Derecho y  priorizar el gasto público en ámbitos como la educación y la salud que no gozan  un alto porcentaje de guatemaltecos.

La cooptación de liderazgos individuales de los pueblos mayas, por parte de los partido políticos tradicionales ha  sido utilizado como una practica perversa  que intenta dar la impresión de pluralidad.

Para dialogar y debatir  sobre el presente y planificar el futuro  hay que conocer el pasado. Pero, paradójicamente el sistema educativo, ha sido el responsable de desmemoriarnos, de quitarnos la posibilidad de conocer nuestra historia, y por ende entender nuestro presente, esto coadyuvaría   para no repetir la equivocaciones que nos tienen viviendo en una sociedad con grandes desigualdades, iniquidades y contrastes, bajo la égida de un  Estado históricamente excluyente.

La diversidad étnica que se da en nuestro país, no debe verse como un obstáculo al desarrollo, más bien constituye  en si una riqueza la sola posibilidad de tener distintas formas  de pensar, y  actuar.  

No podemos seguir teorizando sobre los Acuerdos de Paz que  reconocen la diversidad  cultural, étnica y lingüística de Guatemala, hay que darles vida , y conocernos a nosotros mismos y a los demás, sin temores, prejuicios o estereotipos, que tanto daño  nos han hecho.

Sigue vigente, con carácter de imprescindible la necesidad de reformar la Constitución Política de la República que transforme en imperativos jurídicos, lo Acuerdos de Paz  .

La ley Electoral y de Partidos Políticos también debe adecuarse a los nuevos tiempos, lo que permitirá que la pluralidad étnica se vea de igual forma reflejada en los distintos órganos del Estado Guatemalteco . Solo desde lo político  pueden efectuarse  los cambios que permitan las transformaciones económicas, sociales y culturales.

 A partir de  ello  saber que el aporte de todos  y todas es valioso en la búsqueda de una vida digna de todos los que habitamos esta casa común, llamada Guatemala.

LA ASIGNACIÓN DE NOMBRE INDIGENA Y LA VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS COLECTIVOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS

Romeo Ernesto Molina Mena

“La descendencia como una parte de la estructura social significa estudiar también las funciones en uno de los elementos estructurales más amplios de ésta: la organización política,… Significa no sólo estudiar el lugar que ocupan la filiación y la estructura familiar en la formación socioeconómica, sino también especificar el lugar ocupado en las estructuras del poder y en su reproducción”.
 
Pretendemos demostrar la violación a los derechos humanos y culturales de los pueblos indígenas cuando asisten a registrar los actos y hechos del registro civil con los nombres de su costumbre y se les impone un nombre mestizo, esto significa o se traduce como una violación al primer derecho colectivo que tienen derecho al ser culturalmente diferentes.
Introducción

El propósito de este trabajo es el dar a conocer la situación actual de los pueblos indígenas de México en relación con las instancias de gobierno. En específico, de las relaciones que se dan entre autoridades del Registro Civil y los indígenas en lo referente al llamado derecho consuetudinario indígena.
 

Pretendemos demostrar la violación a los derechos humanos y culturales de los pueblos indígenas cuando asisten a registrarse con los nombres de su costumbre y se les impone un nombre mestizo, esto significa o se traduce como una violación a sus derechos culturales que como pueblos diferenciados les asiste. Intentaremos exponer que con esta imposición se les está violando uno de sus derechos culturales; al no respetarse sus formas culturales de asignación de nombres. Mostraremos evidencias etnográficas que sobre la asignación del nombre nos ha legado la antropología a partir de los estudios sobre los sistemas de parentesco. Esas formas culturales tienen su explicación dentro de las relaciones de parentesco existentes en muchas comunidades indígenas mexicanas. 

En las comunidades indígenas el ámbito de organización social y reglamentación de la conducta tiene su base en el carácter normativo del parentesco (“son las relaciones entre parientes, es decir, personas emparentadas por consanguinidad, real, putativa o ficticia
”). Dicha relación regula y normatiza la conducta de los miembros, así también para formar grupos sociales, políticos y territoriales. 

Como un primer paso para entender la organización social de una comunidad determinada, tenemos que investigar lo siguiente: “la forma que existe de asignar parientes y afines en clases específicas tiene un significado y que, de esta designación, derivan conjuntos de derechos y obligaciones complementarios”.
 De aquí se desprenden dos tipos de relaciones sociales: 1) entre quiénes se dan las relaciones sociales: padre-hijos; hermano-hermana; esposo-esposa, etcétera.; 2), se trata la relación: herencia, autoridad, poder, respecto, prestigio, etcétera.

Uno de los objetivos de este trabajo es el dar a conocer por medio de datos etnográficos la diversidad cultural de los pueblos indígenas mexicanos en lo referente a la asignación de nombres. Al igual presentare varios casos de violación de los derechos colectivos de los pueblos indígenas al no respetarles sus diferencias culturales.

Pero también nuestra reflexión está encaminada a demostrar el desconocimiento que las diversas legislaciones federal y estatales, en especial los Códigos Civiles, tienen sobre estas diferencias culturales. Asimismo, en este trabajo nos interesa discutir la importancia de incluir en una futura legislación sobre los derechos indígenas el derecho que tienen a sus formas tradicionales de asignación de nombres, entendidas éstas como parte de sus derechos colectivos. 

Antecedentes 

Muchos pueblos indígenas siguen conservando desde hace más de 500 años sus propias formas culturales de asignación de nombres; algunos pueblos han adaptando las imposiciones culturales, que en un primer momento hiciera la Iglesia católica con la evangelización. Esto se impuso desde que se llevó a los infantes a la ceremonia del bautismo, aunque en muchos casos se les respetó sus propias formas de asignación de nombres. Como muestra de esto, existen diversos testimonios documentales en lengua indígena,
 sin embargo, poco a poco se cambiaron esos nombres tradicionales por nombres de santos católicos y las llamadas fe de bautismo se escribieron en español.

Durante la Colonia, el régimen monárquico declaró al catolicismo como religión de Estado y la única permitida en las tierras que dominaba la monarquía. Al igual que en España, la Iglesia católica era la encargada de llevar el registro de los actos civiles de las personas, en América también se retomó el mismo sistema de registro, con las mismas modalidades y costumbres prevalecientes en España, heredando íntegramente esas prácticas registradoras parroquiales. Las actas contenían lo siguiente: “se anotaba en el margen superior izquierdo el número correspondiente del acto en cuestión y un poco más abajo el nombre y apellidos del registrado, precediendo al de la naturaleza del acto, es decir, la mención expresa de sí era bautismo, matrimonio o defunción”.
 

En el siglo XIX, el Estado mexicano asumió las funciones de administración de la nueva nación Mexicana: el caso de la instauración del Registro Civil fue en 1855; el cual se creó para registrar los hechos del estado civil, y los servicios que presta son las inscripciones de los nacimientos, matrimonios y defunciones. Sin embargo, intentaremos demostrar en este trabajo que esta institución es una forma más de imponer el modelo homogéneo de Estado-Nación, que niega otras prácticas jurídicas, por ejemplo, las de los pueblos indígenas.

Las prácticas jurídicas implementadas por el Estado mexicano, son una continuidad de las coloniales, en cuanto al Registro Civil se refiere, ya que para registrar el nacimiento de una persona el Código Civil nos dice: “El acta de nacimiento se levantará con asistencia de dos testigos, contendrá la hora y el lugar de nacimiento, el sexo, el nombre y apellidos que le corresponda (…)”.
 Si bien en ninguna parte la ley exige que cuando se anotan los actos jurídicos del nacimiento deberán llevar el nombre y los apellidos del padre primero y de la madre después en idioma español, sin embargo, los oficiales del Registro Civil así lo exigen; es aquí donde comienza la violación de uno de los derechos culturales de los integrantes de los pueblos indígenas de México, ya que en la elaboración de las leyes del Registro Civil no se tomaron en cuenta los usos y costumbres en la asignación de nombres, que como veremos son muy diferentes a la población no indígena.

La orientación liberal positivista del Estado mexicano desde su conformación en el siglo XIX, con sus políticas corporativistas e integracionistas que dieron continuidad a la política liberal en México, negaron la diversidad cultural específica a la sociedad mexicana. La fortaleza cultural de los pueblos indígenas se ha manifestado en un proceso de resistencia a la asimilación e integración y a la persistencia en ciertas formas de organización sociocultural que les han permitido mantener su identidad en condiciones adversas en los ámbitos político, social y económico. Sobre estos procesos se han realizado innumerables trabajos de investigación, muchos de los cuales se refieren a las relaciones de parentesco. 

A continuación presentare algunas datos etnográficos de diversos estudios que han descrito formas culturales específicas de asignación de nombres; por ejemplo, comenzando con el famoso trabajo sobre Chamula del maestro Ricardo Pozas, quien es uno de los primeros antropólogos que ha descrito la tradición cultural de asignación de nombres de los pueblos indígenas al señalar lo siguiente: “Los nombres personales de los chamulas se componen de tres partes: una, el nombre que le corresponde a cada persona de acuerdo con el santoral de la iglesia católica, como Andrés, Lucas, Felipe, Juan, Domingo, etc.; otra, el apellido de origen español, como López, Gómez, Hernández, etc., y la otra el apellido de origen indio, como Sotot, Cox, Osob, Butz, etc., colocados en el orden descrito, para formar el nombre: Andrés López Sotot.

Los antiguos mayas tenían tres, y a veces hasta cuatro nombres diferentes: 1º, su paal kaba o nombre de pila, equivalente a nuestro Juan, Guillermo, Elena; 2º , el apellido de su padre, equivalente a nuestros González o López, sin que, por cierto, se conozca la palabra maya correspondiente a este nombre; 3º, su naal kaba, o sea los apellidos combinados de su padre y de su madre, algo semejante a nuestro nombre compuesto: García Conde o Martínez Hernández; 4º, su coco kaba o apodo, como nuestro “enano” o “gordo”.

Haciendo un análisis de las tres partes del nombre personal de los chamulas y de las relaciones sociales a que dan origen, tenemos que:

Los nombres de los santos de la iglesia católica se dan con el bautizo, ceremonia que realiza un sacerdote de esta iglesia.

Es costumbre consultar el santoral para dar al niño el nombre correspondiente al santo del día en que nace.

Es común el nombre personal de Domingo. Se aplica este nombre, generalmente, a los niños que nacen el primer día de la semana; la presencia de la palabra lunes en algunos nombres personales puede responder a la misma explicación. La segunda parte del nombre personal, el apellido de origen español, es transmitido por línea paterna, sin ninguna trascendencia en las relaciones sociales.

La tercera parte del nombre, el apellido indio, también transmitido por línea paterna, parece ser la que da origen a relaciones sociales de mayor trascendencia”.
 

En un estudio sobres Tzeltales se señala lo siguiente: “Todo individuo posee tres nombres que define su pertenencia familiar y su posición en la ralea. El primer nombre corresponde al nombre de pila ladino. Se toma, como éste, del calendario gregoriano, aunque con mucha frecuencia se lo traduzca o cuando menos se lo adapte lingüísticamente al idioma local, Pedro se convierte en Petul, Salvador en Salik, Juan en Sun, Catalina en Skatal, María en Smal, etcétera. El segundo nombre es de origen español y corresponde al apellido ladino, que en general es la forma plural de un nombre católico peninsular. Tal es el caso de Gómez, López, Martínez, Velázquez, Hernández, etcétera. Por lo que se refiere al tercer nombre, también corresponde a un apellido, pero siempre de origen indígena”.
 

Pretendemos demostrar la violación a los derechos humanos y culturales de los pueblos indígenas cuando asisten a registrarse con los nombres de su costumbre y se les impone un nombre mestizo, esto significa o se traduce como una violación a sus derechos culturales que como pueblos diferenciados les asiste. Asimismo, en este trabajo nos interesa discutir la importancia de incluir en una futura legislación sobre los derechos indígenas el derecho que tienen a sus formas tradicionales de asignación de nombres, entendidas éstas como parte de sus derechos colectivos.
 A continuación presentare algunos ejemplos de los muchos casos de violación de los derechos colectivos de los pueblos indígenas.

Casos

Quiero dejar claro que bien podía mostrar otros casos donde existieran violaciones a los derechos culturales y colectivos en la asignación de nombres, pero este caso, al igual que el de Acteal, tiene la importancia de mostrar que a quienes les suceden estas violaciones, están o estaban participando en el movimiento indígena, y están demandando el reconocimiento a sus derechos colectivos indígenas, así como autonomía y autodeterminación.
Caso de Antonio López Vázquez/9l 
 

“Un combinado de soldados y policías detuvo a Antonio López Vázquez, indígena tzeltal de 31 años de edad, base de apoyo del EZLN, casado, que vivía con sus siete hijos en Laguna Ocotal, caserío ubicado a 20 kilómetros de Taniperla, o mejor dicho, a tres horas de camino a pie. El 11 de abril de 1998 bajó a Taniperla a celebrar la fiesta de Zapata
 y el cambio de autoridades del municipio autónomo.

Fue arrestado después del baile. Golpeado a culatazos, fue trasladado a Tuxtla Gutiérrez y al llegar a Cerro Hueco
  le echaron encima cuatro nuevas causas penales, dicen sus defensores. La policía lo acusó por rebelión, usurpación de funciones, robo, asociación delictuosa, despojo y daños. Con el transcurso de los meses, el juez lo exoneró de los cuatro primeros cargos por falta de evidencias, pero conservó los dos últimos y le fijó una fianza de 2 mil 500 pesos para dejarlo salir”.

Pero para sorpresa del indígena cuando iba salir de cárcel, las autoridades judiciales del Estado de Chiapas le imputan nuevos cargos en virtud de encontrarse en los registros judiciales diversos delitos imputados a un ciudadano de nombre de “Antonio López Vázquez”; y de acuerdo estas homonimia nada extraña en Chiapas se le añade a su expediente los actos delictivos que continuación enlisto:

“A) La Procuraduría de Justicia del Estado de Chiapas descubrió que el 1 de agosto de 1997, en la ranchería Aguascalientes, municipio de Tila, zona norte de Chiapas, 40 hombres armados con R 15 y AK 47, vestidos como Seguridad Pública y pertenecientes en realidad al grupo paramilitar Paz y Justicia, del PRI, apuñalaron a muerte a Mateo Arcos Guzmán. La esposa de éste denunció que uno de los agresores se llama Antonio Vázquez López, nativo de la ranchería Pantianilhá, en el propio municipio de Tila. Hasta ahora, el juez se ha negado a hablar con personas de aquella región, tan lejos de Taniperla, que conocen personalmente al otro Antonio Vázquez López”.

La segunda acusación por parte de las autoridades del Estado de Chiapas contra este indígena es la siguiente:

“B) Como en los archivos judiciales de Chiapas apareció entonces otro expediente, del 15 de junio de 1992, según el cual varios individuos asesinaron a Pascual Gómez Martínez en el municipio de Huitiupan, y como entre los denunciados figuraba un Antonio López Vázquez más, la policía de Chiapas se “paró el cuello” afirmando que el caso estaba resuelto. Hoy, pese a la eficaz actuación de los defensores del reo, que han demostrado nunca ha ido a Huitiupan, el juzgado segundo de lo penal se niega a girar un oficio al Registro Civil para que éste informe cuántos cientos o quizá miles de Antonios López Vázquez han nacido en Chiapas”.

El tercer proceso es por una violación a una menor:

“C) El delito de «violación en grado de tentativa» en perjuicio de una menor de 13 años, hecho que efectivamente acaeció el 2 de marzo de 1996 en Loma Bonita, municipio de Playas de Catazaja, donde el chofer de un camión de volteo, llamado Antonio Vázquez López, alias El Macho, trató de forzar a la niña Neri Cruz Vázquez. Hasta ahora, el juez segundo de lo penal se ha limitado a tomar declaración a la madre de la menor, mientras la defensa del preso político pide un careo directo con la víctima”.

La cuarta acusación por la que es acusado es por estupro:

D) Los acusadores le endilgan asimismo el delito de estupro en contra de la niña Beatriz Clavería Martínez, cometido el 4 de febrero de 1997 en el rancho San José, ejido Unidos para Progresar, municipio de Pijijiapan, en la costa del Pacífico, tan lejos de la zona norte y de Taniperla. A la fecha, los padres de la pequeña rehúsan comparecer en el juzgado”.

El proceso que se le siguió a este indígena es claramente de carácter político, ya que los delitos por los que se les acusan, ocurrieron lejos de su comunidad de origen y no existen pruebas que confirmen su culpabilidad. Sin embargo, podemos afirmar que este caso de homonimia nos ayudan a mostrar diferentes aristas del problema que nos interesa: primero existe una las violación por parte del sistema judicial federal y estatal en contra de los pueblos indígenas, ya que por lo que se les acusa, en un sistema de judicial justo, no tendrían existir estos procesos; y por otra parte, b) trataremos de demostrar las violaciones que se han hecho y se realizan en la asignación de nombres, ya que las homonimias son resultado de la imposición de obligar a los integrantes de estos pueblos a asignarse los nombres de forma bilateral y sin que se les reconozcan sus diferencias culturales.

El antropólogo Víctor Jimeno Esponda en su trabajo de investigación sobre 10 comunidades tzentales del estado de Chiapas publicado en 1994 nos viene a confirmar nuestra idea de que los pueblos indígenas de México siguen practicando sus propias formas de asignación de nombres y nos describe lo siguiente: “A pesar de las constantes influencias del exterior, en Chanal persisten ciertos rasgos de su antigua organización social. En esta comunidad, lo mismo que en Oxchuc y otros pueblos tzeltales, todo individuo posee dos apellidos, uno español y otro indígena, los cuales son transmitidos por línea masculina. La cuestión de los apellidos sigue siendo un factor importantísimo en la vida cotidiana de las familias chanaleras; en especial, el apellido indígena tiene una función nodal en el ámbito social de los grupos de parentesco.

No obstante que desde 1935 el gobierno mexicano (en forma particular por conducto de la Oficina del Registro Civil) ha tratado de generalizar entre los habitantes de Chanal el uso de los apellidos españoles (sobre todo en los documentos oficiales), sólo lo ha logrado en teoría, pues en la vida y trato diario de los chanaleros los apellidos indígenas todavía conservan un importante uso social. De esta manera, el empleo de los apellidos españoles es sólo un formalismo que no ha modificado grandemente la estructura y función que tienen los grupos patronímicos (los cambios de la estructura social de la comunidad se deben a otros factores de mayor efecto).

De hecho, el uso de apellidos hispánicos se remonta tiempo atrás, empero tales apellidos son unos pocos (Gómez, López, Hernández, Méndez y Díaz) y la función que desempeñan es la misma que la de los apellidos indígenas. En este caso, simplemente se ha sustituido, por ejemplo, el apelativo ti, por el de Gómez, o el de Stul por el de Díaz, etcétera, lo cual posiblemente explique los cambios en masa de apellidos de algunos clanes y linajes.

“Las personas con el mismo apellido indígena se consideran parientes y para señalar que pertenecen a determinado grupo agregan al citado apelativo el sufijo colectivizador tik. Así tenemos los Yomotik, Tzimatik, Pastik, Chlxnatik, etcétera. Ahora bien, el apellido español, por transmitirse en línea masculina junto con el apellido indígena, tiene la función de regular las alianzas matrimoniales, de modo que en teoría es posible contraer nupcias con miembros que lleven el mismo apellido pero que pertenecen a otro grupo de filiación.

La organización social de los chanaleros en sus diversas variantes domésticas (linajes, clanes, familias nucleares, extensas y compuestas) presenta una estructura de rasgos unilaterales inclinada hacia el lado masculino, pero hay una marcada tendencia a la bilateralidad, manifiesta en la terminología del parentesco, en los patrones de residencia, de herencia y en la libertad de elección del cónyuge, así como en la paulatina asimilación de criterios externos para la afiliación de las personas”.
 

Otra de las comunidades indígena de Chiapas que el Antropólogo Esponda nos describe es Oxchux y nos muestra la importancia que tienen las relaciones de parentesco en la vida cotidiana de los indígenas:

“(..) nos conduce a suponer que este sistema de parentesco se rige por el principio de filiación patrilineal, indicado por la transmisión de los apellidos del padre, por la sucesión de la herencia de la tierra, favoreciendo a los varones, y por el rol dominante que juegan los hombres dentro de muchas actividades y funciones del quehacer social cotidiano.

Dado que en Oxchuc se hace valer un principio patrilineal en el traspaso de derechos sobre el uso y la tenencia de la tierra así como de otros bienes, productos de la herencia, al rol social de lo masculino se le confiere especial relevancia en algunos dominios. Por ejemplo, X ego se identifica primordialmente con los parientes masculinos de su padre. El apellido vernáculo del padre es el signo más importante de la calidad del miembro del grupo de parientes de X ego”.
 

Pero a los indígenas se les ha obligado a cambiar sus formas culturales de asignación de nombres por la forma que dice la ley nacional aunque ellos no hablen y entiendan el español. Esto es porque las leyes positivas son autárquicas, (llevan su validez en sí mismas, independientemente de la aceptación y aun del desconocimiento de las personas a quienes pretende obligar). En tal caso obligan a todos por igual; por eso el Estado publica las leyes, y el que no se enteró tiene que pagar de alguna manera las negligencias; en tal caso a los indígenas se les asignan como dice el Código Civil: el nombre y apellidos, pero estos deberán ser en español.

En las formas de asignación de nombres indígena es muy difícil la coincidencia en la combinación del apellido en español e indígena, y por consiguiente las homonimias son muy raras que se practiquen. Según un trabajo antropológico de Alain Bretón para Bachajón
  la combinación sería la siguiente: 29 de apellidos en español: Aguilar, Álvaro, Centeno, Córdoba, Cruz, Deara, Demesa, Díaz, Estrada, Feliciano, García, Gómez, Guillén, Gutiérrez, Guzmán, Hernández, Jiménez, López, Luna, Morales, Méndez, Moreno, Navarro, Pérez, Ruiz, Sánchez, Silvano, Vázquez y Zaragos, que se combinan con 92 nombres indígenas.

Según Siverts para Oxchuc
, existían 6 apellidos en español: Encino, Gómez, López, Méndez, Rodríguez y Sánchez, que se combinan con 101 nombres indígenas.

En Chamula
 eran 18 apellidos: Bautista, Collazo, Cruz, De la Cruz, Díaz, Gómez, González, Guzmán, Hernández, Jiménez, Jirón, López, Lunes, Méndez, Muñoz, Ruiz, Pérez y Sánchez, que se combinan con 165 nombres indígenas.

1. Estos datos nos muestran que de la combinación de apellidos español-indígena era poco frecuente que se dieran casos de homonimia,
 sin embargo con la imposición del sistema bilateral de asignación de los apellidos en español ha facilitado que exista como resultado un buen número de homonimias en los pueblos indígenas tzeltales y tzotziles; ya que la combinación entre éstos da como resultado las repeticiones de los apellidos en español. A esto hay que agregarles la explosión demográfica, las migraciones en busca de tierras a la selva donde en una sola comunidad habitan indígenas originarios de comunidades diferentes; entonces las homonimias irán en aumento, como lo demostramos en los casos que estudiaremos.

2. Otro de los problemas a que se han enfrentado los pueblos indígenas son los cambios registrados en sus sistemas normativos, estos se refieren al cambio habido por la adopción del sistema bilateral de asignación de nombres, esto hizo que hubiera transformaciones en sus sistemas de transmisión de herencias; como ejemplo está la comunidad de Chamula, que cambió del sistema patrilineal al sistema bilateral; lo que significa que hombres y mujeres heredan la tierra de los padres, mientras que en el otro sistema solamente eran los hombres los que heredan. Pero en el sistema patrilineal, la propiedad de la tierra es de uso colectivo para el linaje; en Chamula es individual y lo colectivo ha quedado rebasado. Por este motivo los padres han perdido autoridad, como lo demuestra Collier: al señalar que “(…) Chamula, la propiedad y el uso de las tierras no constituye un mecanismo eficaz por medio del cual los padres pueden controlar a la generación más joven”.
 Pero no solamente los padres sino los jefes o cabezas de linajes, o sea, las autoridades tradicionales. Entonces las autoridades de la comunidad han ido perdiendo poder en sus propios sistemas normativos.

3. El otro problema que están afrontando los pueblos indígenas por cambios en la asignación de nombres es la fragmentación de sus propiedades, como resultado de los cambios en las formas de transmisión de la tierra. Collier nos da un ejemplo etnográfico de este caso: “Todas las tierras labrantías que quedan entre las sierras continuamente erosionadas, están sumamente fragmentadas mediante un sistema de herencia en el que todos los vástagos de una pareja, independientemente de sexo, heredan porciones iguales del estado de cada padre”.
 En esta nueva forma de heredar, incorporada del sistema positivo, dejando de lado lo colectivo de sus sistemas normativos, el individualismo aparece y hace que los lazos de solidaridad entre los diferentes linajes no existan; en la muerte de un familiar, es muy fácil medir la solidaridad del linaje; en las comunidades patrilineales, la solidaridad es lo principal, todos participan en ayudar a un familiar, mientras en las comunidades donde se ha puesto en práctica la bilateralidad, pareciera existir o desarrollarse un mayor individualismo.

De las Victimas de la Masacre de Acteal

Acteal es una comunidad indígena del estado de Chiapas, esta comunidad ya es conocida mundialmente por los hechos ocurridos el 22 de diciembre de 1997, cuando fue atacado y masacrado un grupo de indígenas pertenecientes a las bases de apoyo del EZLN.
 El ataque fue realizado por grupos paramilitares, integrados por indígenas de la misma región,
 como resultados de esta operación hubo 45 muertos; pero existen 87 indígenas sobrevivientes, entre los que se encuentran viudas, huérfanos, heridos, etcétera., quienes realizan trámites judiciales y procesos administrativos.

En estos trámites y procesos que se llevan a cabo existen irregularidades, ya que el derecho positivo y las prácticas jurídicas indígenas tienen diferencias, un ejemplo de éstas fue la identificación de los muertos, ya que los que en los documentos oficiales poseían un nombre, en la comunidad se les conocía con otro. Este hecho provocó desconfianza con las autoridades de los ministerios públicos ya que presumieron que se les estaba mintiendo sobre la identidad de los difuntos. Este hecho también originó muchas dificultades para los familiares de los muertos, ya que los trámites judiciales se tuvieron que atrasar, pero también sucedió lo mismo en los procesos administrativo.

Antes de comenzar este apartado quiero agradecer al Grupo de Mujeres de San Cristóbal, A. C., Colectivo de Encuentro entre Mujeres (COLEM), de San Cristóbal de las Casas, Chiapas, esta organización me envió los siguientes casos de violación de derechos culturales
 en la asignación de nombres; en un primer momento les solicité información sobre los nombres de protección, pero ellas que están asistiendo jurídicamente a los sobrevivientes y están pendientes de los problemas que enfrentan diariamente los pueblos indígenas en los procesos civiles para buscarles solución dentro del sistema jurídico positivo, respetando sus formas culturales y colectivas, me remitieron más ejemplos de estas violaciones a los derechos de los pueblos indígenas, que no solamente ilustran la realidad de los indígenas tzeltales y tzotziles, sino la de la mayoría de los pueblos indígenas de México. Los casos son los siguientes:

 “1. El nombre e identidad de los padres en los documentos oficiales es confuso y en más de un caso el nombre del padre o la madre están cambiados, por ejemplo Alonso aparece también con el nombre de Cristóbal, o las Mariana aparece como Manuela o María y con los apellidos diferentes en cada uno de los hijos registrados, como es el caso de la familia Méndez Paciencia”.

Dentro del trabajo que desarrollé en el Programa Nacional de Apoyo al Registro Civil para la Población Indígena del Instituto Nacional Indigenista (INI), este es uno de los casos más comunes de violación a los derechos de los integrantes de los pueblos indígenas; entre las causas de este problema esta la discriminación que sufren cuando se presentan a inscribir los actos del registro civil. Para comenzar, los encargados de estas oficinas son monolingües en idioma español, entonces cuando se presentan los indígenas que no hablan ni entienden el español y expresan el nombre (bien puede ser en lengua indígena) que llevará su hijo, los encargados muchas veces no anotan el deseo del indígena, y lo inscriben según sea la pretensión del oficial de Registro Civil,
 sin importar el derecho que tienen los indígenas de asignar el nombre que crean conveniente a sus hijos. En este caso, lo que observamos es que la discriminación está presente todavía, ya que no existe el reconocimiento hacia al otro, con sus diferencias culturales. No existe el respeto a lo diferente aunque haya instrumentos jurídicos que defiendan los derechos colectivos de los pueblos indígenas.

“2. Otra dificultad se encuentra en torno a la cuestión de género, ya que las mujeres fallecidas, al igual que otras mujeres indígenas de Chenalhó y la Zona de los Altos, carecen de acta de nacimiento o ésta es irregular y no consigna el nombre que usa cotidianamente o bien el verdadero, con el que es bautizada, ya que éste se guarda por cuestiones de cultura celosamente, como un mecanismo de defensa contra la brujería o daño y preservarse así de las enfermedades, lo que ocasiona una multitud de problemas de identidad tanto en las indagatorias de la PGR en relación a los muertos, como entre los familiares sobrevivientes, quienes en su mayoría son menores o no cuentan con acta; por ejemplo, en Acteal más de 20 menores huérfanos no cuentan con acta de nacimiento o bien se extravió la de sus familiares directos en estas acciones violentas y no cuentan con otros documentos necesarios para establecer su identidad, parentesco, etcétera”.

Para su análisis, este caso lo vamos a dividir en varias partes; primero nos referiremos al porqué las mujeres carecen de acta de nacimiento. No quisiera entrar a la discusión sobre los derechos de la mujer indígena, pues es un tema complicado cuando se defienden los derechos culturales. Por los mismos sistemas normativos de los algunos pueblos indígenas, más que todo en los pueblos con sistema de parentesco con filiación patrilineal, las mujeres sirven de intercambio matrimonial, una de las funciones que tiene este hecho es el evitar el incesto así como para establecer alianzas entre diversos los grupos; los familiares saben bien que en cualquier momento será pedida o robada, y servirá a otros, por esta razón no se invierte mucho en las mujeres. Otra de las características de estas sociedades es que las mujeres no heredan, ya que se irá a otro grupo familiar y si ellas recibieran herencia se fraccionará la posesión del linaje, provocando que esta no fuera colectiva y empezarían los mismos problemas como en la comunidad de Chamula. Sobre este punto existe mucha discusión, sobretodo con los grupos que defienden los derechos de las mujeres, entre cuyos principios está el de derechos de igualdad para hombres y mujeres. Este problema anterior si se ve desde el punto de vista de occidental sí estaríamos de acuerdo con el principio de igualdad, pero desde el punto de vista de los derechos culturales indígenas, tiene que haber un respeto a estas formas culturales diferentes, ya que forman parte de sus sistemas normativos; dentro de las posiciones feministas se dice que se están violando los derechos humanos de las mujeres y que se trata a la mujer como objeto; ingresamos a una discusión muy controvertida, pero solamente dejaré en el tintero esta polémica, haciendo la siguiente pregunta, ¿cuáles derechos humanos se están violando, los de primera o tercera generación?

El segundo motivo de no tener acta de nacimiento, es que no la necesitan en sus comunidades, ya que tampoco asisten a la escuela y no necesitan hacer algún trámite legal dentro del sistema jurídico positivo.

El tercero sería el Nombre de Protección. Esta práctica es muy común en los pueblos indígenas de México, en el altiplano mexicano habitan pueblos indígenas que siguen practicando este uso y costumbre, entre los cuales están los otomíes
  de Querétaro, náhuatl de San Luis Potosí.
 Esta práctica consiste en: cuando el niño es bautizado o registrado civilmente se le asigna un nombre diferente, con el cual toda la comunidad lo conocerá y la persona se enterará de su propio nombre cuando tenga que hacer algún trámite importante en el derecho jurídico positivo, como es el caso de casarse civilmente, y esto pasa cuando obtenga copias de su propia acta de nacimiento, se encontrará con tiene otro nombre diferente a como se le conoce en la comunidad. Pero la función de esta costumbre cultural para los indígenas, es la de protegerlo de la brujería, daños o preservarlo de enfermedades.

Esta práctica no causa ningún conflicto dentro de sus comunidades, pero sí en el derecho jurídico positivo; empezando con el Registro Civil, cuando un indígena se presenta a solicitar copia de su acta de nacimiento y dice llamarse Roberto (este nombre es el de protección, pero realmente en fe de bautizo y acta de nacimiento se llama Juan) Gómez Santis y así solicita la copia de su acta de nacimiento, nunca la encontrarán, esta práctica causará conflicto jurídico positivo, ya que muchos documento oficiales, tales como certificados de la escuela, cartilla de vacunación tendrán el nombre de Roberto; para la institución del registro civil son dos personas distintas, ya que jurídicamente el único que existe es Juan Gómez Santiz, a esta persona se le puede acusar penalmente por usar otro nombre o seudónimo como es el caso de Roberto, según el Código Penal, Art. 249, frac. 1,
 que define y sanciona como delictiva la ocultación de nombre y apellido propios, en caso del nombre de protección, que podría llegar a ser considerado como un ilícito marcado por la ley positiva. Y como ya nos referíamos anteriormente, el Registro Civil es el fundamento principal de todos los actos jurídicos del sistema positivo. Si en el acta de nacimiento existen errores, la personalidad jurídica de la persona será muy difícil acreditarla, entonces no podrá hacer ningún trámite; pero nos preguntamos, ¿cuándo el sistema jurídico positivo se ha interesado en conocer y tomar en cuenta estas prácticas jurídicas, que son repetitivas en los pueblos indígenas? Si bien en las escuelas de derechos se dice que la costumbre es fuente de derecho, ésta no se toma en cuenta; no es que no la conozcan, lo que pasa que les es difícil aceptar que existen diferencias culturales con los pueblos indígenas; como es el caso del Director de Registro Civil en el estado Querétaro, que conocía que los indígenas otomíes del municipio de Amealco, practican esta costumbre pero siempre dijo que estaban fuera de la ley. Mientras que el derecho positivo no reconozca que existan estas diferencias culturales, los pueblos indígenas no estarán en circunstancias de igualdad con el resto de la población nacional.

“3. Asimismo, el estado civil de los adultos con hijos es de “unión libre” aunque ellos se consideran formalmente unidos en matrimonio bajo los usos y costumbres de su comunidad, lo que ocasionará un grave problema en el momento de establecer coadyuvancías, interés jurídico, indemnizaciones, beneficiarlos, tutelas y otros trámites legales.

“4. Los trámites de tutela y custodia en esos momentos se complican por las circunstancias ya mencionadas de irregularidad y carencia documental de cada familia, como por ejemplo: menores no registrados, matrimonio no formal sólo tradicional, el pago del Gobierno a los padres de las víctimas y no a los familiares sin actas de nacimiento
 que comprueben el parentesco o con nombre equivocado e incluso traducido (Pucuj que significa literalmente “demonio” en castellano es cambiado por Pérez). Faltaba la identificación ante la PGR de más de 10 víctimas no contabilizadas en el fondo de indemnizaciones, etcétera. (El total de víctimas identificadas se logra hasta el 11 de julio)”.

Aquí también se encuentran contradicciones entre el derecho positivo y las prácticas jurídicas indígenas. Para el sistema positivo están unidos legal y jurídicamente, cuando la pareja se presenta en las oficinas del Registro Civil, con cuatro testigos y que la pareja contrayente firmara ante el oficial o juez de registro las actas de matrimonio, así que con éstas darán fe que están unidos. Mientras que para la costumbre indígena, el estar casado significa que la comunidad lo reconozca; para que la unión sea reconocida el hombre tiene que sacar de la circulación de intercambio matrimonial a la que será su esposa, primero hacer saber a la comunidad por medio del rito de pedimento a la familia del padre de la muchacha, donde participan no solamente los padres del hombre, sino también los abuelos, tíos, primos, y por el lado de la familia de la muchacha también participan los abuelos, tíos y los miembros de su familia, aquí comienza la alianza entre los grupos. El otro evento para formalizar la unión matrimonial, es cuando las familias organizan la fiesta de matrimonio, en ésta participan las autoridades tradicionales, quienes son los que formalizan la unión y la comunidad participando en la fiesta la avala a la unión de la nueva pareja. Como vemos existe una diferencia en el reconocimiento a las parejas que se unen para procrear otra familia.

Estos son algunos de los problemas que están enfrentando los pueblos indígenas, por no tomarse en cuenta sus formas culturales y específicas de asignación de nombres y violando el primer derecho colectivo de los pueblos indígenas.

Conclusiones

En esta defensa de los derechos indígenas, uno de los problemas que he observado es que se le ha dado más importancia al derecho penal y agrario, dejando de lado el derecho laboral y civil. El que me interesa es el derecho civil, ya por medio de éste es donde todos los ciudadanos van a disfrutar de derechos civiles iguales. Entonces el Estado-Nación podría solucionar este problema para ser un Estado pluricultural como lo establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, implica otorgarles derechos civiles en igualdad a dos tipos de ciudadanos de acuerdo a las diferencias culturales; un tipo de ciudadano de acuerdo a los preceptos del sistema jurídico positivo y por otro lado un ciudadano indígena con derechos civiles de acuerdo a sus formas culturales.

En esta defensa de los derechos colectivos de los pueblos indígenas es muy importante no llevarla al relativismo cultural, pero también no calificarlas de violadores de los derechos de la mujer sin haber realizados investigaciones sobre las relaciones de parentesco, (ya que al estudiar estas podemos encontrar explicaciones sobre la organización política, al conocer la estructura familiar asimismo conoceremos la formación socioeconómica, pero también podemos especificar el lugar ocupado de un individuo en las estructuras del poder y como se reproduce) y sus sistemas normativos. Los derechos indígenas deben de tener límites y alcances.

Finalmente presentare 2 propuestas que aluden a dos campos: uno a lo antropológico, y otro referente a los cambios necesarios en la legislación federal y estatal, estas propuestas están elaboradas a la luz de mi experiencia laboral en el Instituto Nacional indigenista:

A.- Antropológico

Es ineludible seguir realizando investigaciones antropológicas sobre los usos y costumbres de los pueblos indígenas, para que la sociedad nacional los conozca, en especial sobre los sistemas de parentesco, que es donde podemos encontrar numerosas explicaciones a sus sistemas normativos. 

Estos estudios redundaran en un impacto hacia el poder Legislativo, de quién esperamos una mayor sensibilidad para elaborar normas que respondan a la cultura y las demandas de los pueblos indígenas de México.

Es aquí donde la antropología social en especial la jurídica debe tener un papel muy importante en la defensa de los derechos colectivos de los pueblos indígenas, realizando investigaciones antropológicas  para explicar sus demandas principales como son: la autonomía y libre determinación, pero para explicar estos dos términos es necesario investigar el termino territorio, donde obligadamente tenemos que estudiar las relaciones de parentesco, ya que dentro de estos encontramos muchas respuestas en los diferentes ámbitos del derecho indígena: político, económico y lo judicial

B.- Nos parece imprescindibles de cambios en la Legislación Federal y estatales: RESPETO A LAS FORMAS DE ASIGNACIÓN DE NOMBRE Y SISTEMAS DE ARENTESCO.

Debido a que las autoridades del Registro Civil desconocen los sistemas de parentesco y asignación de nombres de los pueblos indígenas, cuando éstos acuden al registro civil se les otorga un nombre diferente o les cambian sus apellidos, para cumplir con lo que marca el código civil, alterando así sus sistemas de parentesco.

 Se necesitan cambios en el Código Civil del Distrito Federal en materia común y Federal, concretamente en el Art. 58, para que los gobiernos de los estados retomen estos cambios y lo formalicen en los Códigos Civiles Estatales, donde se retomen las diferentes formas de asignación de nombres de los pueblos indígenas, y no solamente la forma bilateral. 

C) AUTONOMÍA Y AUTODETERMINACIÓN PARA LOS PUEBLOS INDIGENAS

Consistiría en transferirles competencia a los órganos autónomos de los pueblos indígenas en el tema que nos concierne, que serían las funciones que realizan las oficinas del Registro Civil, respetando así las formas culturales de asignación de nombres y sus sistemas normativos. Esto sería lo más importante para la defensa de sus derechos colectivos. Para que puedan ejercer sus derechos, su identidad, su cultura los pueblos indígenas, es necesario que se le reconozca su Derecho, pero también se le debe permitir ejercer las funciones jurisdiccionales a las autoridades indígenas. Cuando se lleve a cabo este ultimo punto, los integrantes de los pueblos indígenas ejercerán sus derechos plenamente.
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